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Expediente: 14/2024 
Objeto: Anteproyecto de Ley Foral de áreas de 

promoción económica de la Comunidad Foral de 
Navarra. 

Dictamen: 19/2024, de 16 de julio 

 

DICTAMEN 

En Pamplona, a 17 de julio de 2023,  

el Consejo de Navarra, integrado por don José Luis Goñi Sein, 

Presidente; don Eduardo Santos Itoiz, Consejero-Secretario; doña Ana Clara 

Villanueva Latorre, don Rafael Lara González y don Hugo López López, 

Consejera y Consejeros, 

siendo ponente don Hugo López López, 

emite por unanimidad el siguiente dictamen: 

I. ANTECEDENTES 

I.1ª. Formulación de la consulta 

El día de 24 de mayo de 2024 tuvo entrada en el Consejo de Navarra 

un escrito de la Presidenta de Comunidad Foral de Navarra en el que, de 

conformidad con lo dispuesto en el artículo 15.1, en relación con el artículo 

14.1 de la Ley Foral 8/2016, de 9 de junio, sobre el Consejo de Navarra 

(desde ahora, LFCN), se recaba la emisión de dictamen preceptivo sobre el 

Anteproyecto de Ley Foral de Áreas de Promoción Económica de la 

Comunidad Foral de Navarra, tomado en consideración por el Gobierno de 

Navarra en sesión celebrada el día 22 de mayo de 2024. 

I.2ª. Expediente del Anteproyecto de Ley Foral de áreas de 

promoción económica de la Comunidad Foral de Navarra 

El expediente remitido incluye los documentos que se reseñan 

seguidamente, de los que resulta la práctica de las siguientes actuaciones: 
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1. Mediante Orden Foral 23/2019, de 11 de marzo, del Consejero del 

Departamento de Desarrollo Económico, se da inicio al procedimiento para 

la elaboración de un Anteproyecto de Ley Foral de áreas de promoción 

económica de la Comunidad Foral de Navarra (en adelante, el Anteproyecto 

de Ley Foral o el Anteproyecto), designando al Servicio de Ordenación y 

Fomento del Turismo y del Comercio como órgano encargado de su 

elaboración y tramitación. 

2. Conforme a lo dispuesto en el artículo 133 del artículo 133 Ley Foral 

11/2019, de 11 de marzo, de la Administración de la Comunidad Foral de 

Navarra y del Sector Público Institucional Foral (en adelante, LFACFNSPIF), 

con carácter previo a la elaboración del anteproyecto de ley, se sustancia 

consulta pública para recabar la opinión de las personas y organizaciones 

más representativas afectadas por la futura norma acerca de los problemas 

que se pretende solucionar con la iniciativa, la necesidad y oportunidad de 

su aprobación, los objetivos de la norma, y las posibles soluciones 

alternativas regulatorias y no regulatorias, mediante documento de fecha 12 

de marzo de 2019, evacuado por la Directora del Servicio de Ordenación y 

Fomento del Turismo y del Comercio, del entonces Departamento de 

Desarrollo Económico. 

Durante la consulta pública que tiene lugar entre los días 13 de marzo y 

23 de abril de 2019 se reciben varias alegaciones a las que la Directora del 

Servicio de Ordenación y Fomento del Turismo y del Comercio procede a 

dar respuesta mediante informe final de consulta pública previa de 25 de 

abril de 2019. 

3. El borrador del Anteproyecto de Ley Foral de áreas de promoción 

económica de la Comunidad Foral de Navarra es sometido a exposición 

pública entre los días 2 de mayo y 30 de septiembre de 2019, en el portal de 

transparencia del Gobierno de Navarra. Durante dicho periodo de tiempo se 

presentan sugerencias procedentes de ASUNA, ANAPEH, ANGED, 

Asociación Hostelería y Turismo de Navarra, AIEN, Comerciantes de 

Navarra y CEN, por un lado, y Asociación de Cadenas Españolas de 

Supermercados (ACES), por otro lado. Todas ellas son objeto de análisis y 
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contestación en un extenso informe emitido por el Departamento de 

Desarrollo Económico y Empresarial, con fecha 18 de noviembre de 2020, 

con aceptación parcial de las propuestas. 

4. En atención a las modificaciones introducidas en el Anteproyecto del 

texto normativo, se considera oportuno abrir un nuevo periodo de 

participación para la presentación, en su caso, de nuevas alegaciones y 

sugerencias a través del mismo portal de trasparencia del Gobierno de 

Navarra, entre los días 20 de noviembre de 2020 y 31 de enero de 2021. 

Durante el segundo periodo se reciben sugerencias por parte de las mismas 

asociaciones que participaron en el primer proceso, siendo analizadas y 

contestadas en un segundo informe emitido, igualmente, por el 

Departamento de Desarrollo Económico y Empresarial, suscrito el 6 de 

septiembre de 2021. 

5. El 27 de septiembre de 2021 se elabora el tercer borrador del 

Anteproyecto de Ley Foral, respecto del cual se formulan aportaciones 

procedentes de la Federación Navarra de Municipios y Concejos, la 

Dirección General de Administración Local, y Hacienda de Navarra, que son 

objeto del informe suscrito por las profesoras Mª Luisa Esteve Pardo y 

Helena Villarejo Galende, denominado «Anteproyecto de Ley Foral de Áreas 

de Promoción Económica de la Comunidad Foral de Navarra. Relación de 

las modificaciones introducidas al texto en atención a las observaciones 

formuladas y respuestas a las restantes observaciones que no han dado 

lugar a ninguna modificación 2ª versión (octubre 2022)». 

6. Al expediente se acompañan las memorias justificativa, normativa, 

organizativa y económica. 

En la memoria justificativa se advierte que según el Plan de impulso del 

comercio minorista de proximidad de Navarra 2018-2020, el nivel de 

asociacionismo zonal o sectorial es bajo. Ese bajo asociacionismo de las 

zonas comerciales es uno de los principales problemas con que se enfrentan 

a día de hoy estas organizaciones, que tiene como consecuencia directa su 

deficiente financiación, derivada de la falta de cooperación de parte de los 

comerciantes del área, que, aun beneficiándose de las estrategias de 
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dinamización comercial en marcha, no contribuyen en modo alguno a su 

sostenimiento. Lo cual provoca una alta dependencia de las ayudas y 

subvenciones públicas. 

El objetivo principal del Anteproyecto de Ley Foral es posibilitar la 

creación de Áreas de Promoción Económica en el territorio de la Comunidad 

Foral de Navarra con la finalidad de promover iniciativas económicas que 

comporten la revitalización de los centros urbanos, así como la mejora y 

promoción de otros entornos, como los polígonos industriales o zonas 

turísticas, entre otros. 

Las Áreas de Promoción Económica son un novedoso instrumento 

dirigido a superar las limitaciones que encuentran las actuales herramientas 

de impulso del comercio urbano y de proximidad, que cuentan, sin embargo, 

con una implantación generalizada en otros países. Se trata de un 

instrumento de colaboración público-privada conocida de forma internacional 

como «Business Improvement District» (en adelante, BID). Los BID 

surgieron como una iniciativa del sector privado para revitalizar los centros 

urbanos y combatir la descentralización. Los propietarios o empresarios de 

una zona geográfica delimitada deciden mayoritariamente, tras un proceso 

democrático, obligarse a hacer aportaciones económicas para financiar un 

conjunto de actuaciones dirigidas a mantener, desarrollar y promocionar su 

área empresarial; siendo el elemento clave e innovador de esta regulación el 

sistema de financiación de las Áreas de Promoción Económica, basado en 

las aportaciones obligatorias que deberán realizar todos los titulares de 

actividades económicas y quienes ostenten la propiedad de inmuebles 

desocupados, situados en su zona geográfica. 

Con las Áreas de Promoción Económica se pretende fomentar y 

desarrollar económicamente los centros comerciales abiertos urbanos y 

abordar los nuevos desafíos urbanísticos que encaran los municipios 

navarros y afrontar los problemas ambientales derivados de la 

descentralización urbana. En definitiva, según se advierte en la memoria 

justificativa, los motivos para impulsar y promocionar la actividad económica 

urbana son de muy diverso orden y no se reducen a causas de tipo 
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estrictamente comercial y económico. El desarrollo de un urbanismo 

característico, de un modelo de crecimiento y de una movilidad urbana más 

sostenible y de menor impacto ambiental, el mantenimiento de la identidad 

propia de las ciudades e incluso de la cohesión social son razones de 

evidente interés público que justifican el establecimiento de una obligación 

de pago a los titulares de actividades económicas y a quienes ostenten la 

propiedad de bienes inmuebles desocupados susceptibles de poder alojar 

una actividad económica, que no puedan ser destinados a vivienda, en la 

zona de un Área de Promoción Económica para financiar su presupuesto. 

En la memoria normativa se refiere la regulación a la que ha de 

ajustarse el Anteproyecto de Ley Foral, las disposiciones de carácter 

general, los antecedentes normativos, y, concretamente, los títulos 

competenciales previstos en la Constitución Española y la Ley Orgánica 

13/1982, de 10 de agosto, de Reintegración y Amejoramiento del Régimen 

Foral de Navarra (en adelante, LORAFNA) para acometer la regulación 

prevista en el Anteproyecto de Ley Foral. Se menciona también el marco 

normativo internacional precursor de este tipo de estrategias de colaboración 

público-privada para gestionar y financiar entidades que actúan en entornos 

en los que se desarrollan actividades económicas y que han puesto el 

acento en el objetivo revitalizador, así como la regulación normativa en el 

ámbito estatal y autonómico de régimen común. 

Por su parte, en la memoria organizativa se indica que la norma 

proyectada no conlleva la necesidad de crear, modificar o suprimir unidades 

orgánicas, ni incremento o disminución de plantilla para su aplicación, dentro 

de la Administración de la Comunidad Foral de Navarra. 

La memoria económica afirma que «la apuesta por impulsar esta figura 

viene expresamente recogida en el Plan de Impulso del Comercio Minorista 

de Proximidad 2022-2025, que fue aprobado por Acuerdo de Gobierno de 

fecha 14 de diciembre de 2022 a través de la medida 1.2.2.» relativa a la 

implementación de las Áreas de Promoción Económica, que involucra tanto 

a la Dirección General de Turismo, Comercio y Consumo como a las 

entidades locales y al sector empresarial, y concreta su ejecución a través 
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del fomento e impulso a la implantación de las Asociaciones de Promoción 

Económica, y a la creación de un punto de información y asistencia técnica 

en sus procesos de implantación. 

Por su parte, la Dirección General de Presupuestos, Patrimonio y 

Política Económica, informa favorablemente el Proyecto de Acuerdo de 

Gobierno por el que se aprueba el referido Plan de Impulso del Comercio 

Minorista de Proximidad 2022-2025. 

Finalmente, el estudio de cargas administrativas evacuado por la 

Dirección General de Turismo y Comercio, concluye informando 

positivamente el impacto del anteproyecto de Ley Foral respecto de la 

simplificación administrativa e implantación de procedimientos telemáticos, así 

como sobre nuevas trabas innecesarias para el desarrollo económico. 

7. Obra también en el expediente informe sobre impacto por razón de 

accesibilidad y discapacidad, de fecha 28 de septiembre de 2021, de la 

Directora General del Servicio de Ordenación y Fomento del Turismo y del 

Comercio, en el que se concluye que: «examinando la concreta regulación 

que se pretende aprobar mediante esta Ley Foral, ésta en su regulación 

tiene en consideración la accesibilidad universal y no discriminación y no 

establece ni afecta negativamente a las mismas ni supone traba alguna a la 

autonomía personal ni a la inclusión de todas las personas». 

8. El informe de evaluación del impacto de género, suscrito también por 

la Directora General del Servicio de Ordenación y Fomento del Turismo y del 

Comercio, de fecha 14 de julio de 2021, considera que: «la Ley Foral de 

Áreas de Promoción Económica de la Comunidad Foral de Navarra resulta 

ser pertinente al género dado que afecta directa o indirectamente a mujeres 

y hombres, influye en el acceso y control de los recursos y puede incidir en 

la modificación del rol o de los estereotipos de género. En suma, puede 

reducir las desigualdades existentes o puede contribuir al logro de la 

igualdad entre mujeres y hombres». Tras exponer la situación de partida de 

mujeres y hombres en las actividades económicas a desarrollar y el mandato 

normativo en materia de igualdad, formula la valoración del impacto de 

género y oportuno el análisis del uso del lenguaje. 



 

 

7 

9. En cumplimiento de lo previsto en el artículo 132.6 de la 

LFACFNSPIF la Secretaría General Técnica del Departamento de Desarrollo 

Económico y Empresarial remite al resto de Departamentos del Gobierno de 

Navarra la cuarta versión del Anteproyecto de Ley Foral para que, en un 

plazo de 10 días hábiles, realicen cuantas aportaciones consideren 

oportuno. Transcurrido el referido plazo las propuestas efectuadas por el 

Instituto Navarro para la Igualdad/Nafarroako Berdintasunerako Institutua 

son informadas por la Directora del Servicio de Ordenación y Fomento del 

Turismo y del Comercio, el 29 de diciembre de 2022; habiéndose corregido 

todas las mejoras propuestas en relación con el lenguaje inclusivo. 

10. El Anteproyecto de Ley Foral es examinado por el Consejo de 

Comercio de Navarra en sesiones de 8 de noviembre de 2019, 24 de febrero 

de 2021, 19 de noviembre de 2021, y 26 de octubre de 2022. 

11. La Comisión Foral de Régimen Local examina el Anteproyecto de 

Ley Foral, en sesión celebrada el 27 de diciembre de 2022, con informe 

favorable. No obstante, se solicita que se tengan en cuenta una serie de 

aportaciones, que son acogidas en unos casos y desestimadas 

motivadamente en otros, en el informe suscrito por la Directora General del 

Servicio de Ordenación y Fomento del Turismo y del Comercio, el 16 de 

febrero de 2023. 

12. Obra igualmente en el expediente el informe de evaluación sobre 

orientación sexual, expresión de género e identidad sexual o de género del 

Anteproyecto de Ley Foral de Áreas de Promoción de Actividades 

Económicas, emitido por el Secretario General Técnico del Departamento de 

Desarrollo Económico y Empresarial, el 27 de enero de 2023, en el que se 

concluye que «la Orden Foral (sic) no puede dar lugar a ninguna clase de 

discriminación por motivos de orientación sexual, identidad o expresión de 

género». Y el de observaciones al mismo emitido por el Instituto Navarro 

para la Igualdad/Nafarroako Berdintasunerako Institutua, el 1 de febrero de 

2023, en el que, igualmente, se considera que la norma no tendrá un 

impacto significativo en el logro de la igualdad social de las personas 

LGTBI+. 
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13. El informe de evaluación del impacto climático del Anteproyecto de 

Ley Foral emitido por la Directora General de Turismo, Comercio y 

Consumo, el 31 de enero de 2023, considera que: «la Ley Foral de Áreas de 

Promoción Económica de la Comunidad Foral de Navarra pretende tener un 

impacto climático positivo, si bien no desarrolla ninguna actividad o servicio 

concreto e inmediato en el que se pueda apreciar dicho impacto». Y, con 

fecha 6 de febrero de 2023, el Director del Servicio de Economía Circular y 

Cambio Climático, del Departamento de Desarrollo Rural y Medio Ambiente, 

emite informe favorable de observaciones al emitido por la Directora General 

de Turismo, Comercio y Consumo. 

14. Con fecha de 23 de febrero de 2024 se emite informe jurídico por la 

Secretaría General Técnica del Departamento de Desarrollo Económico y 

Empresarial en el que, tras referir los antecedentes y proceso realizado, se 

señala que la tramitación del Proyecto «se adecua a la legalidad vigente y se 

ha tramitado conforme al procedimiento establecido en el Título IV de la Ley 

Foral 14/2004, de 3 de diciembre, del Gobierno de Navarra y de su Presidenta o 

Presidente (en adelante LFGN) y título VII de la Ley Foral 11/2019, de 11 de 

marzo, de la Administración de la Comunidad Foral y del Sector Público 

Institucional Foral», incorporando los documentos e informes preceptivos y 

habiendo sometido la propuesta normativa a los preceptivos trámites de 

consulta interdepartamental e información pública; advirtiendo, además, que 

deberá recabarse el informe del Servicio de Secretariado del Gobierno y 

Acción Normativa del Departamento de Presidencia, Igualdad, Función 

Pública e Interior. 

15. El Director de Servicio de Ordenación y Fomento del Comercio, del 

Departamento de Industria y de Transición Ecológica y Digital Empresarial, 

examina el Anteproyecto emitiendo un informe, firmado el 27 de febrero de 

2024, en el que se recogen diversas propuestas de modificación para 

subsanar las deficiencias detectadas, si bien, según se afirma, las 

modificaciones no son sustanciales ni de calado, desde un punto de vista 

jurídico. 
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16. La Comisión de Coordinación, en sesión celebrada el 20 de mayo 

de 2024, examina el texto a fin de que el Gobierno de Navarra tome en 

consideración el Anteproyecto de Ley Foral de Áreas de Promoción 

Económica de la Comunidad Foral de Navarra, como así se hizo por acuerdo 

de 22 de mayo de 2024, a los efectos de solicitar dictamen a este Consejo 

de Navarra. 

I.3ª. El Anteproyecto de Ley Foral de Áreas de Promoción 

Económica de la Comunidad Foral de Navarra 

El Anteproyecto de Ley Foral sometido a consulta está integrado por un 

preámbulo, treinta artículos, tres disposiciones adicionales y dos 

disposiciones finales.  

En el denominado preámbulo se expone, en primer lugar, el marco 

constitucional y estatutario que ampara las disposiciones normativas de la 

norma proyectada, con pleno respeto a las normas básicas en materia de 

régimen local, a la Ley Foral 6/1990, de 2 de julio, de la Administración Local 

de Navarra (en adelante, LFALN) y al principio de autonomía municipal. Se 

refiere al objetivo de posibilitar la creación de Áreas de Promoción 

Económica, como fórmula de colaboración público-privada, conocida 

internacionalmente como «Business Improvement District», en el territorio de 

la Comunidad Foral con la finalidad de promover iniciativas económicas que 

comporten la revitalización de los centros urbanos, así como la mejora y 

promoción de otros entornos, como los polígonos industriales o zonas 

turísticas, entre otros. Destaca que el Anteproyecto de Ley Foral configura 

las referidas Áreas de Promoción Económica como entidades privadas y sin 

ánimo de lucro que se gestionan autónomamente y que tienen como objetivo 

la mejora del atractivo y competitividad de una concreta zona geográfica. Y 

que el elemento clave de esta regulación es el sistema de financiación de las 

referidas Áreas de Promoción Económica, describiendo sus características 

principales y advirtiendo de su adecuación a la doctrina del Tribunal 

Constitucional fijada en sus sentencias 182/1997, de 28 de octubre, 

233/1999, de 13 de diciembre y 63/2003, de 27 de marzo, entre otras. 

Asimismo, se afirma la competencia de la Comunidad Foral de Navarra para 
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habilitar a los Municipios a establecer esta prestación patrimonial de carácter 

público no tributaria en virtud de sus competencias recogidas en los 

apartados 1 y 3 del artículo 45 de la LORAFNA, y de acuerdo con lo 

establecido en el artículo 48 del Convenio Económico entre el Estado y la 

Comunidad Foral de Navarra, aprobado por la Ley 28/1990, de 26 de 

diciembre, que atribuye a la Comunidad Foral de Navarra la competencia 

sobre las Haciendas Locales de su territorio. Finalmente, describe el 

contenido de la regulación recogida en los seis títulos, las tres disposiciones 

adicionales y las dos disposiciones finales que estructuran la norma.  

El título preliminar, integrado por los artículos 1 y 2, contiene las 

disposiciones generales relativas al objeto y ámbito de aplicación de la 

norma y a sus objetivos. 

El título I, conformado por los artículos 3 a 5, recoge la definición de 

Áreas de Promoción Económica, establece su naturaleza y régimen jurídico, 

y enumera sus principales finalidades; regulándose en el título II, 

concretamente en los artículos 6 a 12, el procedimiento para su constitución, 

siempre a iniciativa de los agentes económicos y estableciéndose los 

mecanismos que aseguren su formación democrática. En el título III sobre 

organización y funcionamiento, se regulan, en los artículos 13 a 19, los 

órganos gestores de las Áreas de Promoción Económica y sus Estatutos; 

previéndose la constitución de un foro consultivo para promover la 

participación de todos aquellos afectados por la existencia de un Área de 

Promoción Económica. El título IV, concretamente, en los artículos 20 a 28 

regula el sistema de financiación de las Áreas de Promoción Económica, y, 

en particular, la aportación obligatoria que deben satisfacer quienes se 

benefician por su actuación, así como su presupuesto. 

Por su parte, el título V, integrado por los artículos 29 y 30, se refiere a 

la vigencia y eventual extinción de estas áreas, regulando su disolución y 

liquidación. 

El Anteproyecto de la Ley Foral cierra su regulación con tres 

disposiciones adicionales que se dedican a conferir la posibilidad que se 

otorga a las administraciones públicas para aprobar medidas de fomento y 
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divulgación de las Áreas de Promoción Económica, garantizar la igualdad 

entre hombres y mujeres, y a incorporar los objetivos de la Agenda 2030 con 

los que se alinea la norma proyectada, respectivamente; y dos disposiciones 

finales, la primera que faculta, tanto al Gobierno de Navarra, como a los 

Municipios para desarrollar reglamentariamente la Ley Foral, y la segunda 

para regular la entrada en vigor de la norma. 

II. CONSIDERACIONES JURÍDICAS 

II.1ª. Carácter facultativo del dictamen 

El Anteproyecto de Ley Foral sometido al dictamen de este Consejo de 

Navarra tiene por finalidad posibilitar la creación de Áreas de Promoción 

Económica en el ámbito territorial de la Comunidad Foral de Navarra, para 

dinamizar la economía, contribuir al desarrollo social y medioambientalmente 

sostenible de las actividades económicas, incrementar la competitividad de 

las empresas y mejorar el abastecimiento de bienes y servicios a la 

ciudadanía. 

El artículo 14.1 de la LFCN enumera los asuntos respecto de los que 

deberá ser consultado el Consejo de Navarra preceptivamente, entre otros, 

sobre los anteproyectos de leyes forales que hayan de dictarse en 

transposición del derecho comunitario europeo. Ninguno de los allí previstos 

concurre en el Anteproyecto de Ley Foral a que se refiere la consulta y, 

concretamente, el referido en la letra b) relativo a los anteproyectos de leyes 

forales que hayan de dictarse en desarrollo de legislación básica estatal o en 

transposición del derecho de la Unión Europea. 

Sin embargo, el apartado 2 del artículo 14 de la LFCN advierte que el 

Consejo de Navarra emitirá dictamen en cuantos asuntos se le someta a 

consulta facultativa, entre otros, por acuerdo del Gobierno de Navarra, a 

través de su Presidencia. El carácter novedoso e incluso, según se afirma, 

disruptivo, de esta disposición normativa, unido a las cuestiones suscitadas 

durante el proceso de elaboración y la ausencia de precedentes similares en 

la Comunidad Foral de Navarra, aconsejan solicitar dictamen al Consejo de 
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Navarra sobre la adecuación al ordenamiento jurídico de este anteproyecto 

de Ley Foral. 

En consecuencia, este dictamen del Consejo de Navarra tiene carácter 

facultativo de conformidad con lo señalado en el precitado artículo 14.2. de 

la LFCN. 

II.2ª. Tramitación del Anteproyecto de Ley Foral 

La LFACFNSPIF regula, en sus artículos 132 y 133, el procedimiento 

de elaboración de los Anteproyectos de Ley Foral.  

Así, conforme a lo establecido por el artículo 132.1, el Anteproyecto de 

Ley Foral de Áreas de Promoción Económica de la Comunidad Foral de 

Navarra se inició mediante Orden Foral 23/2019, de 11 de marzo, del 

Consejero del Departamento de Desarrollo Económico, encomendándose su 

elaboración y tramitación al Servicio de Ordenación y Fomento del Turismo y 

del Comercio.  

Siguiendo las prescripciones establecidas en el artículo 132.3 de la 

LFACFNSPIF, que establece que el ejercicio del impulso legislativo debe 

realizarse motivadamente, tanto la documentación que acompaña la 

tramitación como la exposición de motivos del Anteproyecto de Ley Foral, 

acreditan la conveniencia y oportunidad de la iniciativa legislativa que se 

proyecta. 

Consta, además, que el texto del Anteproyecto de Ley Foral ha sido 

remitido para su consulta a todos los Departamentos afectados, y sometido a 

una consulta pública a través del portal web de la Administración, 

presentándose diversas sugerencias y aportaciones que fueron 

consideradas e incorporadas parcialmente al texto final. 

En el expediente obran las preceptivas memorias normativa, 

económica, justificativa, organizativa y estudio de cargas, así como los 

informes sobre igualdad social, la evaluación del impacto de género y de 

accesibilidad y discapacidad, con los que se da cumplida satisfacción a las 

exigencias del artículo 132.3 de la LFACFNSPIF. 
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El Anteproyecto de Ley Foral fue examinado e informado 

favorablemente por la Comisión Foral de Régimen Local y el Consejo 

Navarro de Consumo, así como por la Secretaría General Técnica del 

Departamento de Desarrollo Económico y Empresarial. Ha sido informado 

por el Director de Servicio de Ordenación y Fomento del Comercio, del 

Departamento de Industria y de Transición Ecológica y Digital Empresarial, 

que propuso diversas modificaciones, algunas de ellas incorporadas al texto. 

Y fue examinado en la Comisión de Coordinación, previa a la sesión del 

Gobierno de Navarra, en la que se acordó su toma en consideración a los 

efectos de solicitar de este Consejo de Navarra la emisión del dictamen 

preceptivo.  

A tenor de todo lo expuesto, cabe valorar que, en términos generales, 

la tramitación del Anteproyecto de Ley Foral se ha ajustado a las exigencias 

procedimentales establecidas por nuestro ordenamiento jurídico.  

II.3ª. Marco jurídico. Competencia de la Comunidad Foral y del 

Gobierno de Navarra. 

El artículo 130.1 de la Constitución Española establece la obligación de 

del Estado de planificar la actividad económica general para atender a las 

necesidades colectivas, equilibrar y armonizar el desarrollo regional y 

sectorial y estimular el crecimiento de la renta y de la riqueza y su más justa 

distribución. 

La anterior obligación de los poderes públicos debe ponerse en 

conexión con la distribución competencial entre el Estado y las Comunidades 

Autónomas prevista en el artículo 149.1.13ª de la Constitución, que atribuye 

competencias de manera exclusiva al Estado en relación con las bases y 

coordinación de la planificación general de la actividad económica y con el 

artículo 148.1.13ª que prevé la posibilidad de que las Comunidades 

Autónomas asuman competencias en relación con el fomento del desarrollo 

económico de la Comunidad Autónoma dentro de los objetivos marcados por 

la política económica nacional. Así, en virtud del artículo 56.1 letras a), b) y 

d) de la LORAFNA, la Comunidad Foral de Navarra tiene atribuidas 

competencias exclusivas para la planificación de la actividad económica y el 
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fomento del desarrollo económico dentro de Navarra «de acuerdo con las 

bases y la ordenación de la actividad económica general y de la política 

monetaria, crediticia, bancaria y de seguros del Estado», la industria, y la 

materia de «comercio interior, defensa del consumidor y del usuario, sin 

perjuicio de la política general de precios, de la libre circulación de bienes en 

el territorio nacional y de la legislación sobre defensa de la competencia». 

Debe advertirse a este respecto que, en la actualidad, no hay vigente una 

regulación básica de carácter estatal referida a este tipo de colaboración 

público-privada. Lo que no ha impedido el desarrollo de normativa 

autonómica sobre la misma, como la Ley 6/2023, de 16 de marzo, de áreas 

municipales de impulso comercial de las Illes Balears, la Ley 15/2020 de 22 

de diciembre de la Áreas de Promoción Económica Urbana, de Cataluña, o 

la Ley 14/2018, de 5 de junio, de gestión, modernización y promoción de las 

áreas industriales, de la Comunitat Valenciana. 

Asimismo, en virtud de las previsiones contempladas en el artículo 

148.1.18ª de la Constitución y del artículo 44.13 de la LORAFNA, Navarra 

tiene competencia exclusiva en materia de promoción y ordenación del 

turismo. 

En materia financiera, la Comunidad Foral de Navarra ostenta plenas 

competencias sobre los tributos y demás recursos financieros de sus 

entidades locales, en el marco de lo establecido en el artículo 45 de la 

LORAFNA, en cuyo apartado 1 se advierte que «en virtud de su régimen 

foral, la actividad tributaria y financiera de Navarra se regulará por el sistema 

tradicional del Convenio Económico». Y, en virtud del Capítulo VI del Título I 

de la Ley 28/1990, de 26 de diciembre, por el que se aprueba el Convenio 

Económico entre el Estado y la Comunidad Foral de Navarra, que regula las 

Haciendas Locales, «corresponden a la Comunidad Foral en materia de 

Haciendas Locales las facultades y competencias que ostenta al amparo de 

lo establecido en la Ley Paccionada, de 16 de agosto de 1841, en el Real 

Decreto ley Paccionado, de 4 de noviembre de 1925, y demás disposiciones 

complementarias» (artículo 48). 
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Asimismo, debe recordarse que la Comunidad Foral de Navarra 

ostenta la competencia exclusiva en materia de ordenación del territorio, 

urbanismo y vivienda, en virtud del artículo en el artículo 148.1.3ª y del 

artículo 44.1 de la LORAFNA. 

Al amparo del marco constitucional y estatutario que se acaba de 

exponer se dictan las disposiciones de Anteproyecto de Ley Foral, que debe 

respetar también las normas básicas en materia de régimen local, y en 

particular, la LFALN y el principio de autonomía municipal, así como la Ley 

7/1985, de 2 de abril, reguladora de las Bases de Régimen Local, debiendo 

recordarse que su Disposición adicional tercera declara su vigencia en 

Navarra en cuanto no se oponga al régimen establecido en el artículo 46 de 

la LORAFNA. 

Por lo que respecta a la iniciativa legislativa, de acuerdo con el artículo 

19 de la LORAFNA, la misma corresponde al Gobierno de Navarra; y de 

conformidad con la LFGN corresponde al Gobierno de Navarra ejercer la 

iniciativa legislativa, mediante la elaboración, aprobación y remisión posterior 

de los correspondientes proyectos de Ley Foral al Parlamento de Navarra 

(artículo 51); estableciéndose en el título VII de la LFACFNSPIF, el 

procedimiento de elaboración de normas con rango de ley foral. 

En consecuencia, la propuesta normativa se dicta al amparo de las 

competencias normativas atribuidas a la Comunidad Foral de Navarra y en 

ejercicio de la iniciativa legislativa que corresponde al Gobierno de Navarra, 

siendo su rango el adecuado. 

II.4ª. Examen del contenido del Anteproyecto 

Como ya se ha señalado, la norma proyectada tiene por objeto 

posibilitar la creación de Áreas de Promoción Económica en el territorio de la 

Comunidad Foral con la finalidad de promover iniciativas económicas que 

comporten la revitalización de los centros urbanos, así como la mejora y 

promoción de otros entornos, y para ello regula el procedimiento para su 

constitución, organización y funcionamiento, financiación, vigencia y 

extinción, de las mismas. El marco normativo que ha de servir de referencia 
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para fundamentar nuestro pronunciamiento sobre la adecuación del 

Anteproyecto ha de ser, junto con la Constitución y la LORAFNA, el 

Convenio Económico y la LFALN, sin perjuicio de la correspondiente 

consideración del ordenamiento jurídico en general. En consecuencia, el 

canon de enjuiciamiento de la legalidad más próximo al Anteproyecto 

sometido a consulta vendrá determinado por dicho marco normativo. 

A) Justificación 

Como ya se ha expuesto y resulta de las distintas memorias e informes 

obrantes en el expediente y también se indica en el mal llamado preámbulo 

(debería decir exposición de motivos) de la norma proyectada, el 

Anteproyecto se justifica en la necesidad de atender la estrategia navarra de 

impulso del comercio minorista de proximidad y el estímulo a la cooperación 

empresarial en el sector comercial de Navarra. La experiencia ha venido 

demostrando la complejidad del asociacionismo local, zonal y sectorial, a la 

hora de impulsar los denominados Centros Comerciales Abiertos. Y la norma 

proyectada pretende regular una novedosa fórmula de colaboración entre el 

sector público y el sector privado, para la creación, desarrollo y 

fortalecimiento de áreas urbanas constituidas con el objeto de promover 

iniciativas empresariales y revitalizar el entorno urbano, en unos términos 

que permitan superar los obstáculos observados en el pasado. 

A la vista de lo expuesto, la justificación del Anteproyecto de Ley Foral 

es clara en cuanto a su necesidad y finalidad, puesto que persigue dotar a la 

Comunidad Foral de un marco normativo que regule, por primera vez, las 

Áreas de Promoción Económica en Navarra. En consecuencia, cabe estimar 

que la iniciativa legislativa se encuentra motivada conforme se exige en el 

artículo 132 de la LFACFNSPIF. 

No obstante, cabe advertir que el “preámbulo”, en su penúltimo 

apartado, hace una remisión a los “principios de buena regulación” recogidos 

en el artículo 129 de la LPACAP. Dicha remisión debería realizarse al 

artículo 129 de la LFACFNSPIF, de conformidad con la competencia 

exclusiva del Gobierno foral para el ejercicio de la iniciativa legislativa, toda 

vez que el mencionado precepto de la ley básica estatal, en tales extremos, 
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fue declarado inconstitucional por STC 55/2018, de 24 de mayo, por 

contrario al orden constitucional de competencias, no resultando aplicable a 

la iniciativa legislativa de las Comunidades Autónomas. 

B) Contenido del proyecto 

El análisis de la norma, a la luz del marco normativo que le sirve de 

referencia, ofrece el siguiente resultado: 

Título Preliminar, Disposiciones generales 

El título preliminar está integrado por los artículos 1 y 2. El artículo 1 

establece el objeto y ámbito de aplicación, que es el de posibilitar la creación 

de Áreas de Promoción Económica en el ámbito territorial de la Comunidad 

Foral de Navarra, para dinamizar la economía, contribuir al desarrollo social 

y medioambientalmente sostenible de las actividades económicas, 

incrementar la competitividad de las empresas y mejorar el abastecimiento 

de bienes y servicios a la ciudadanía.  

El artículo 2 hace referencia expresa a los concretos y principales 

objetivos de la norma, que son, entre otros: la promoción del desarrollo de 

actuaciones público-privadas que contribuyan a mejorar el atractivo de los 

entornos urbanos y rurales, así como la competitividad de las empresas y la 

creación de empleo; atender a los nuevos desafíos urbanísticos en el ámbito 

municipal; impulsar los centros comerciales urbanos, las zonas turísticas y 

los polígonos industriales; articular una fórmula legal que permita obtener 

una financiación estable y suficiente; favorecer inversiones adicionales 

destinadas a fortalecer la economía local, otorgando, al tiempo, a las 

personas empresarias y profesionales una voz unificada; propiciar la 

iniciativa y gestión privada, en cooperación con los municipios; o impulsar un 

enfoque estratégico y un espacio de colaboración entre distintos intereses 

locales, que incluya a quienes ostenten la propiedad de bienes inmuebles, a 

profesionales, al empresariado, a autoridades y comunidades locales. 

Ninguna objeción puede realizarse a la regulación que contiene el título 

preliminar, que se acomoda al ordenamiento jurídico. 
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Título I, Áreas de promoción económica 

El título I está integrado por los artículos 3 a 5. El artículo 3 recoge la 

definición de Área de Promoción Económica, como entidad privada, 

constituida por los y las titulares de actividades económicas y quienes 

ostenten la propiedad de inmuebles desocupados que no puedan ser 

destinados a vivienda, susceptibles de poder alojar actividades autorizadas 

por los municipios, que tiene como objeto la mejora del atractivo y 

competitividad de una concreta zona, mediante la realización de actividades 

y prestación de servicios que, en todo caso, serán complementarios a los 

municipales. Se prevé la gestión autónoma de estas áreas y la 

responsabilidad financiera propia.  

El artículo 4, relativo a la naturaleza y régimen jurídico de las Áreas de 

Promoción Económica, se vuelve a referir a su carácter privado y sin ánimo 

de lucro y a su naturaleza jurídica propia, destacando que se regirán por 

esta Ley Foral, las normas que la desarrollen, sus respectivos Estatutos y 

con carácter supletorio, las normas de derecho privado en cuanto a su 

organización y funcionamiento. Destaca el apartado 2 del artículo 4 que no 

ostentarán funciones de representación patronal, ni sustituirán a las 

organizaciones empresariales en su función de representación y consulta.  

Por su parte, el artículo 5 regula las finalidades de las Áreas de 

Promoción Económica, que se encuentran alineadas con su objeto y con los 

objetivos, descritos en los artículos 1 y 2, respectivamente. El apartado 2 

destaca que sus actuaciones serán, en todo caso, complementarias o 

adicionales a las que realicen las administraciones públicas y, por tanto, 

concurrentes con éstas, pero en ningún caso sustitutivas y habrán de estar 

orientadas a las personas titulares de actividades económicas o de bienes 

inmuebles incluidas en su ámbito territorial y sometidas a la obligación de 

realizar aportaciones. 

En título I se acomoda al ordenamiento jurídico y, en particular, el 

apartado 2 del artículo 5 se muestra acorde con las competencias 

municipales cuando afirma que, la actividad desarrollada por las Áreas de 

Promoción Económica, que tienen un claro interés general, serán 
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complementarias o adicionales y, en todo caso, concurrentes con las que 

realicen las administraciones públicas, pero nunca sustitutivas de estas 

últimas. Asimismo, la regulación también se muestra respetuosa con la 

actividad desarrollada por las organizaciones empresariales y de 

representación patronal, de conformidad con lo previsto en el artículo 4.2 de 

la norma proyectada. 

Título II, Procedimiento para su constitución 

El título II está integrado por los artículos 6 a 12. El artículo 6 regula la 

iniciativa de constitución de una Área de Promoción Económica, que 

corresponde a los y las titulares de las actividades económicas de la zona, 

que deberán formar una Comisión promotora. Se permite también la 

incorporación a la Comisión promotora a quienes ostenten la propiedad de 

bienes inmuebles desocupados susceptibles de poder alojar una actividad 

económica que no puedan ser destinados a vivienda. El referido precepto 

regula también los requisitos para la formalización de la iniciativa mediante la 

oportuna solicitud, la subsanación de los eventuales defectos de la misma, y 

el acuerdo desestimatorio o de aceptación de la solicitud debidamente 

instada, así como los efectos propios del silencio negativo en aquellos casos 

en que, transcurrido el plazo máximo para resolver, no se haya dictado y 

notificado resolución expresa por parte del Municipio competente.  

El artículo 7 regula el procedimiento para la constitución del Área de 

Promoción Económica. En concreto, una vez aceptada la solicitud, el 

Municipio facilitará a la Comisión promotora la información de que disponga 

para identificar a los y las titulares de las actividades económicas de la zona 

y a quienes ostenten la propiedad de bienes inmuebles desocupados 

susceptibles de poder alojar una actividad económica que no puedan ser 

destinados a vivienda. En el plazo de tres meses desde la recepción de la 

información, la Comisión promotora deberá acreditar el respaldo expreso a la 

iniciativa de un determinado porcentaje de esas personas en función del 

número de actividades económicas o bienes inmuebles de la concreta Área, 

de modo que, cuanto mayor es el número de actividades económicas o 

bienes inmuebles (hasta 50, entre 50 y 100, entre 101 y 500, y con más de 
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500) menor es el porcentaje de respaldo exigido por la normativa (50%, 

35%, 25%, y 15%, respectivamente). Acreditado el necesario respaldo, se 

prevé la elaboración de una propuesta de Plan de Actuación y del 

presupuesto del Área de Promoción Económica, por parte de un grupo de 

trabajo, que deberá asimismo formular una propuesta del convenio de 

colaboración que habrá de ser suscrito entre el Municipio y el Área de 

Promoción Económica. Los anteriores documentos deberán ser aprobados 

por la Comisión promotora del Área de Promoción Económica en el plazo de 

tres meses, desestimándose la propuesta en otro caso. Aprobada la 

propuesta del grupo de trabajo, el Municipio solicitará a los servicios 

municipales competentes la emisión del correspondiente dictamen 

preceptivo sobre la adecuación de las actuaciones contenidas en el Plan de 

Actuación a los intereses generales, razonabilidad y viabilidad, del 

presupuesto, y legalidad del convenio propuesto. El artículo 7 en su apartado 

6 prevé que el Municipio, una vez recabado los informes y conforme al 

principio de autonomía municipal, decidirá libremente y de forma motivada 

aprobar o denegar la constitución del Área de Promoción Económica. 

Mediante ordenanza municipal se determinará la formación del censo, la 

publicidad que se le debe dar, así como el procedimiento de presentación y 

resolución de reclamaciones contra el mismo. Y en el plazo máximo de 

treinta días hábiles contados desde el día siguiente al de la emisión del 

informe preceptivo favorable, corresponderá al Pleno del Municipio acordar 

la aprobación provisional, antes de proceder a la convocatoria del 

procedimiento para que la propuesta pueda ser ratificada por los y las 

titulares de actividades económicas y por quienes ostentan la propiedad de 

bienes inmuebles desocupados susceptibles de poder alojar actividades 

económicas que no puedan ser destinados a vivienda comprendidos en el 

Área de Promoción Económica. 

El artículo 8 regula el proceso de ratificación. Se prevé el sometimiento 

a información pública durante un plazo no inferior a treinta días hábiles de la 

propuesta del Plan de Actuación, el presupuesto del Área de Promoción 

Económica para todo su período de vigencia y el convenio provisionalmente 

aprobados. Y habilita a participar en el proceso de ratificación a quienes, en 

caso de constitución del Área de Promoción Económica, tengan la obligación 
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de satisfacer la aportación para financiar su presupuesto. Se prevé, 

asimismo, que, si un 25% de quienes pueden participar en el proceso de 

ratificación que, a su vez, deban cubrir con sus aportaciones obligatorias un 

40% del presupuesto de la entidad, declaran que se oponen a la constitución 

del área, el Municipio denegará la solicitud de la Comisión Promotora. En el 

caso de que no se alcancen estos porcentajes de oposición, la propuesta de 

creación del Área de Promoción Económica será aceptada. 

El artículo 9 regula la autorización de la constitución por parte del 

Municipio mediante acuerdo favorable del Pleno de la corporación. 

Asimismo, se establece que, en el caso de que el Pleno rechace la 

constitución, se tendrá por finalizado el procedimiento con la denegación de 

la Constitución del Área de Promoción Económica. 

El artículo 10 regula el convenio de colaboración formalizado entre el 

área de Promoción Económica y el Municipio, que tendrá naturaleza de 

convenio de colaboración en los términos del artículo 47, apartado 2, letra c), 

de la Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público 

(en adelante, LRJSP). Y se prevé su contenido mínimo, de acuerdo con el 

artículo 49 de la referida LRJSP. 

El artículo 11 regula la publicidad del acuerdo municipal de 

autorización, así como del convenio de colaboración, y de los presupuestos 

anuales del Área de Promoción Económica, la memoria anual de 

actividades, y la composición de sus órganos gestores, sin perjuicio del 

desarrollo reglamentario en garantía de la transparencia.  

Por su parte, el artículo 12 regula las singularidades procedimentales 

para aquellos casos en que se pretenda constituir un Área de Promoción 

Económica que tenga un alcance geográfico supramunicipal. En estos 

supuestos, la solicitud será presentada al municipio de mayor población, que 

se encargará de coordinarse con los restantes entes municipales. Se prevé 

que en el grupo de trabajo haya también representantes de todos los 

municipios afectados y, en su caso, de la comarca. Así como la necesaria 

autorización del Pleno de cada uno de los municipios que deberán 

pronunciarse positivamente. 
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Tampoco cabe formular objeción alguna al título II en cuanto a su 

conformidad con el ordenamiento jurídico. La regulación expuesta se 

muestra respetuosa con la autonomía municipal prevista en el artículo 46.3 

de la LORAFNA, a cuyo tenor: «Los Municipios de Navarra gozarán, como 

mínimo, de la autonomía que, con carácter general, se reconozca a los 

demás Municipios de la Nación». Autonomía que se desarrolla en el marco 

de la LFALN. En efecto, la norma proyectada articula los mecanismos 

necesarios para garantizar que las administraciones afectadas, y muy 

particularmente la municipal, participen de forma decisiva en la constitución 

de las Áreas de Promoción Económica, y, en los términos que se expondrán 

más adelante, en su funcionamiento, durante toda su vigencia, hasta su 

extinción.  

No obstante, el artículo 6.1 circunscribe la iniciativa para la constitución 

de un Área de Promoción Económica a los y las titulares de las actividades 

económicas de la zona, que deberán formar una Comisión promotora. En 

unos términos un tanto confusos, parece excluirse, por lo tanto, a quienes 

ostenten la propiedad de bienes inmuebles desocupados susceptibles de 

poder alojar una actividad económica que no puedan ser destinados a 

vivienda que, sin embargo, sí pueden incorporarse a la Comisión promotora 

y que, en todo caso, estarán obligados al pago de las aportaciones que se 

establezcan. Convendría revisar la redacción del precepto para aclarar la 

inclusión de estas personas en la iniciativa de constitución del Área de 

Promoción Económica. 

Asimismo, podrían ser depurados conceptos procedimentales relativos, 

fundamentalmente, a la distinción entre causas de inadmisión y de 

desestimación y sus correspondientes plazos de resolución. Concretamente, 

en el artículo 6, apartado 4, los términos desestimación y estimación, 

parecen corresponder mejor, respectivamente, con la inadmisión de plano de 

la solicitud sin tramitación del expediente por la concurrencia alguna de las 

causas establecidas en el mismo y con la admisión a trámite que dará lugar 

a la continuación del procedimiento de constitución. Y dicha terminología (en 

este caso, “admitida”) podría también sustituir en el apartado 1 del artículo 7 

a “aceptada” para, posteriormente, y en coherencia con lo establecido el 
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apartado 3, último párrafo, de dicho precepto (“desestimación” en caso de 

falta de aprobación del Plan de Actuación y presupuesto por la Comisión 

promotora), utilizar también el término desestimación (“desestimará”) en el 

art. 8.3, primer párrafo (supuesto de concurrir el porcentaje de oposición que 

vincula al municipio a dicho pronunciamiento).  

Por otro lado, el apartado 5 del art. 6 se refiere, genéricamente, al 

“plazo máximo para resolver”, cuando se trata del trámite de admisión de la 

solicitud, pudiendo inducir a confusión con el plazo máximo relativo a la 

resolución sobre el fondo. Por ello, podría matizarse que, transcurrido el mes 

al que se refiere el apartado anterior, la solicitud se entenderá inadmitida. 

A su vez, y en relación al plazo máximo para resolver sobre el fondo, 

podría resultar conveniente fijar un plazo específico a su tramitación total ex 

art. 21.2 LPACAP, superior en todo caso a los seis meses previsto como 

máximo en dicho precepto, en atención a que la extensión y suma de los 

plazos de los distintos trámites que integran el expediente, que sí han sido 

singularmente contemplados, lo superan. 

También deberían corregirse algunos aspectos de carácter formal. En 

particular, el apartado 6 del artículo 7, cuando se afirma que el Municipio 

«decidirá libremente y de forma motivada aprobado o denegando la 

constitución del área de promoción económica», debería decir aprobando en 

lugar de aprobado, y Área de Promoción Económica debería escribirse con 

mayúsculas homogenizando así el texto.  

Título III, Organización y funcionamiento 

El título III está integrado por los artículos 13 a 19. El artículo 13 se 

refiere a los órganos del Área de Promoción Económica, que serán la 

Asamblea General, la Junta Directiva, y la Gerencia; habilitando a los 

Estatutos y a la Asamblea General para establecer otros órganos de 

gobierno adicionales.  

Por su parte, el artículo 14 define la Asamblea General como órgano 

supremo de gobierno de la entidad y delimita las personas que formarán 
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parte de la misma, la naturaleza de sus reuniones, y las facultades que le 

son atribuidas.  

El artículo 15 regula la Junta Directiva, órgano colegiado al que 

corresponde la gestión del Área de Promoción Económica, estableciendo el 

marco y contenido mínimo que deberán prever los Estatutos en cuanto a su 

composición, la naturaleza gratuita de los cargos que la compongan, y forma 

en que se llevarán a cabo las reuniones, y las facultades generales y 

particulares que se le atribuyen.  

El artículo 16 define la Presidencia, su forma de elección y 

atribuciones. Y el artículo 17 hace lo propio respecto de la Gerencia. 

El artículo 18 regula el foro consultivo de participación que deberá ser 

constituido por el Área de Promoción Económica para promover la 

participación de todas las personas afectadas por las actuaciones y gestión 

del área.  

Y el artículo 19 regula los Estatutos del Área de Promoción Económica, 

que deberán adecuarse a lo dispuesto en la norma proyectada, y establece 

su contenido mínimo. 

El contenido del título III es conforme a la legalidad y al ordenamiento 

jurídico. En particular, la normativa proyectada se muestra respetuosa con la 

libertad de asociación y los criterios jurisprudenciales para superar el control 

de constitucionalidad que exigen que la adscripción obligatoria, en cuanto 

tratamiento excepcional respecto del principio de libertad, encuentre 

suficiente justificación, ya sea en disposiciones constitucionales, ya sea en 

las características de los fines de interés público que persigan, de las que 

resulte, cuando menos, la dificultad de obtener tales fines sin recurrir a la 

adscripción forzosa a un ente corporativo. Cabe destacar a este respecto, y, 

en primer lugar, la finalidad de interés general que orienta la actividad de las 

Áreas de Promoción Económica, expresada en el artículo 5 antes analizado. 

En segundo lugar, que la afiliación a estas entidades es voluntaria y podrán 

ser miembros todos aquellos operadores económicos que queden obligados 

a pagar la aportación obligatoria, sean personas físicas o jurídicas, en los 
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términos que se examinarán más adelante. Y, en tercer lugar, que la 

aportación obligatoria resulta necesaria para la consecución efectiva de los 

objetivos perseguidos por la norma proyectada; puesto que, experiencias 

pasadas han demostrado que la falta de una aportación económica 

obligatoria beneficia de manera injusta a los denominados free riders que se 

aprovechan de la actividad desarrollada por estas áreas sin contribuir a su 

financiación, lo que termina haciendo que este tipo de colaboración público-

privada fracase y sea altamente dependiente de subvenciones públicas. En 

definitiva, la adscripción no obligatoria, las finalidades de interés público 

perseguidas por estas áreas, y la justificación de la aportación obligatoria 

para la consecución efectiva de las mismas, determina que, a juicio de este 

Consejo de Navarra, la norma proyectada respete la libertad de asociación 

en su sentido originario o positivo. 

Título IV, Financiación 

El título IV está integrado por los artículos 20 a 28. El artículo 20 

delimita los principales recursos económicos de que dispondrán las Áreas de 

Promoción Económica para el desarrollo de su actividad: aportaciones 

obligatorias; subvenciones y ayudas públicas; aportaciones voluntarias y 

donaciones; rendimientos derivados de los servicios que puedan prestar 

exclusivamente a quienes tengan la obligación de satisfacer aportaciones o 

a quienes se integren de manera voluntaria en el Área de Promoción 

Económica y satisfagan de forma voluntaria una aportación para su 

financiación; y rendimientos derivados de la explotación de su propio 

patrimonio. En el caso de las aportaciones obligatorias, se deberán 

contabilizar de manera específica respecto del resto de ingresos, y han de 

suponer, al menos, el 70 por ciento del importe total de los gastos previstos 

en el presupuesto para toda la vigencia del Área de Promoción Económica. 

El artículo 21 regula las aportaciones obligatorias para la financiación 

de las Áreas de Promoción Económica, que deberá ser exigida por los 

municipios que autoricen su constitución. La referida aportación se califica 

como prestación patrimonial de carácter público no tributaria de acuerdo con 

el artículo 31.3 de la Constitución Española y con la Disposición adicional 
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trigésima de la Ley Foral 13/2000, de 14 de diciembre, General Tributaria de 

Navarra. Y se prevé su exacción mediante la aprobación de la 

correspondiente ordenanza en los términos establecidos la sección 3ª del 

Capítulo I del Título IX de la LFALN. El precepto aclara, en su apartado 3, 

que la obligación de realizar estas aportaciones no determina la condición de 

miembro del Área de Promoción Económica. Para esto último, será 

necesario formalizar el alta, bien en el momento de constitución del área, 

bien en un momento posterior. 

El artículo 22 establece un supuesto de exención subjetiva respecto de 

quienes disfruten, asimismo, de la exención del Impuesto sobre Actividades 

Económicas, de conformidad con lo establecido en las letras a), b), c), d), e) 

y f) del artículo 150 de la Ley Foral 2/1995, de 10 de marzo, de Haciendas 

Locales de Navarra. 

El artículo 23 regula los obligados a satisfacer la aportación que serán 

las personas físicas o jurídicas, las herencias yacentes, comunidades de 

bienes y demás entidades que, carentes de personalidad jurídica, 

constituyan una unidad económica o un patrimonio separado, especialmente 

beneficiadas por las actuaciones del Área de Promoción Económica. Se 

consideran personas o entidades especialmente beneficiadas a quienes 

ejerzan una actividad económica en local determinado situado en el área 

geográfica de un Área de Promoción Económica, tengan o no la propiedad 

del inmueble, y a quienes ostenten la propiedad sobre inmuebles 

desocupados aptos para alojar actividades económicas situados en dicha 

área que no puedan ser destinados a vivienda. El precepto señala que el 

obligado tendrá un número de participaciones en el Área de Promoción 

Económica calculado en función de la superficie construida catastral del 

inmueble o inmuebles en que lleve a cabo la actividad económica o sobre los 

que ostente la propiedad. Respecto de los establecimientos que, conforme a 

lo dispuesto en la Ley Foral 17/2001, de 12 de julio, reguladora del Comercio 

en Navarra, tengan la consideración de colectivos y cuenten con más de 50 

establecimientos individuales, cuando sean gestionados como una unidad, 

se prevé que tengan tratamiento de bienes inmuebles con superficie 

construida catastral superior a 10.000m2, y, por lo tanto, se les conceda el 
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número máximo de participaciones (5). También se prevé la solidaridad en el 

pago de la aportación cuando concurran varios titulares de la actividad 

económica o de varios copropietarios de un local desocupado. Y que en el 

caso de que una misma persona titular de una actividad económica disponga 

de más de un establecimiento, deberá satisfacer aportaciones diferentes por 

cada uno de los establecimientos, con independencia de que se dediquen a 

la misma actividad o de si forman una misma unidad empresarial. 

Finalmente, el precepto establece la subrogación en el pago de la aportación 

en proporción al tiempo que reste del año natural, de la persona titular de la 

actividad o quien ostente la propiedad del inmueble desocupado en casos de 

baja por cese del ejercicio de la actividad, cambio de titularidad, alta en el 

ejercicio de la actividad de ocupación o desocupación del local. 

El artículo 24 regula la cuantificación del importe correspondiente a las 

aportaciones obligatorias. La aportación económica dependerá del número 

de participaciones de las que se sea titular, determinándose la cantidad 

correspondiente a cada participación por el resultado de dividir la cantidad 

resultante de la suma del presupuesto global del Área de Promoción 

Económica para toda su vigencia a cubrir mediante estas aportaciones y la 

cantidad con la que se dote el fondo de reserva, entre el número de 

participaciones que componen dicho Área de Promoción Económica. La 

regulación prevé la aplicación de coeficientes correctores y bonificaciones 

aplicables a la cantidad resultante de multiplicar la cuantía de la aportación 

obligatoria por el número de participaciones. Y en caso de que, como 

consecuencia de la aplicación de dichos coeficientes correctores y 

bonificaciones, se produjera una disminución de ingresos de forma que éstos 

no alcanzaran la cantidad resultante de la suma del presupuesto global y del 

fondo de reserva, se prorrateará entre todas las participaciones no 

bonificadas o corregidas mediante coeficientes, una cantidad igual a dicha 

disminución que incrementará el importe de esas aportaciones. En concreto, 

se habilita a los municipios para acordar en el Convenio coeficientes que no 

podrán ser inferiores a 0,4 ni superiores a 2, en atención a la situación física 

de los locales, atendiendo al mayor beneficio que le comporten sus 

actuaciones y servicios, y a los metros lineales de acceso del local a la vía 

pública.  
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El artículo 25 habilita a los municipios a establecer bonificaciones de 

hasta el 100 por ciento en función de la naturaleza de las actividades que se 

desarrollen y de la situación de los inmuebles desocupados. 

El artículo 26 regula el pago de la aportación resultante de aplicar los 

criterios contenidos en el artículo 24, que será exigible con la periodicidad 

que determine el Municipio competente mediante Ordenanza. Se establece 

que el Municipio exigirá el pago de las cuotas a quienes ostenten la 

titularidad de los inmuebles aptos para alojar actividades económicas 

situados en el área geográfica del Área de Promoción Económica que no 

puedan ser destinados a vivienda, quienes deberán repercutirla, en su caso, 

a quienes tengan la obligación de pago de acuerdo con lo establecido en el 

artículo 23.1.a) de la norma proyectada. 

El artículo 27 regula la gestión, recaudación e impugnación de las 

aportaciones al Área de Promoción Económica, por remisión a lo que 

establezca el Municipio en la correspondiente Ordenanza. Obliga al 

Municipio a entregar al área el importe de las cantidades recaudadas y le 

habilita a reservarse, en compensación por los gastos de gestión y 

recaudación en que incurra, una cantidad que, en ningún caso, podrá 

superar el 5 por ciento del importe total de las cantidades recaudadas. En 

caso de que no se haya gastado el importe total de las cantidades recibidas 

por este concepto al expirar la vigencia del Área de Promoción Económica, 

se prevé el reintegro de dichas cantidades a quienes tengan la obligación en 

proporción a las aportaciones que abonaron en su momento. Finalmente, 

señala que en atención a los intereses públicos que justifican la imposición 

de estas aportaciones, sus deudas podrán exigirse por el procedimiento 

administrativo de apremio, en los términos previstos por la Ley Foral 

13/2007, de 4 de abril, de la Hacienda Pública de Navarra, y que los actos 

de gestión y recaudación de esta aportación podrán ser impugnados en la 

forma prevista en el Capítulo II del Título IX de la LFALN. 

El artículo 28 contiene la regulación relativa al presupuesto de las 

Áreas de Promoción Económica al que estas deberán ajustar su actividad. 

Se regulan los estados de gastos e ingresos del presupuesto, la constitución 
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de un fondo de reserva para atender posibles contingencias extraordinarias, 

incrementos de costes y disminución de ingresos previstos procedentes de 

las cuotas obligatorias por motivos de retrasos, pagos incompletos o 

impagos, y cambios de situación de actividades económicas o bienes 

inmuebles incluidos en el Área. Se establece el procedimiento de aprobación 

anual del presupuesto para cada ejercicio económico propuesto por la Junta 

Directiva y el sometimiento de las áreas a las obligaciones de contabilidad y 

presupuestarias previstas en la normativa reguladora de las fundaciones y 

de las actividades de patrocinio. Asimismo, se prevé el sometimiento a 

auditoría externa de las cuentas anuales cuando lo solicite alguna de las 

entidades locales implicadas o cuando el importe neto de la cifra anual de 

ingresos sea superior a 150.000 euros. 

Entrando ya en la valoración jurídica del título IV, entre los recursos 

económicos de que disponen principalmente las Áreas de Promoción 

Económica, el más relevante, y novedoso, es el referido a las aportaciones 

obligatorias reguladas en los artículos 21 a 26 de la norma proyectada. Esta 

aportación es calificada por el artículo 21.2 del Anteproyecto como una 

prestación patrimonial de carácter público no tributario. Esta categoría de 

ingreso público es una modalidad de la más genérica prestación patrimonial 

de carácter público a que se refiere el artículo 31.3 de la Constitución 

cuando afirma que: «Solo podrán establecerse prestaciones personales o 

patrimoniales de carácter público con arreglo a la ley». Las prestaciones 

patrimoniales de carácter público tributarias están constituidas por las tres 

categorías de tributos, es decir, impuestos, tasas y contribuciones 

especiales. Y tienen la consideración de prestaciones patrimoniales de 

carácter público no tributario las demás prestaciones que, exigidas 

coactivamente, respondan a fines de interés general. Por expresarlo en los 

términos empleados por el Tribunal Constitucional en Sentencia 182/97 que, 

a su vez, se apoya en la STC 185/1995 «estamos ante una “prestación 

patrimonial de carácter público” cuando existe una “imposición coactiva de la 

prestación patrimonial o, lo que es lo mismo, el establecimiento unilateral de 

la obligación de pago por parte del poder público sin el concurso de la 

voluntad del sujeto llamado a satisfacerla” (fundamento jurídico 3º). Siempre 

que, al mismo tiempo -debemos precisar aquí-, como se desprende de la 
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propia expresión constitucional (prestaciones “de carácter público”, dice el 

art. 31.3 C.E.), la prestación, con independencia de la condición pública o 

privada de quien la percibe, tenga una inequívoca finalidad de interés 

público». Y de conformidad con la referida jurisprudencia constitucional, la 

Ley Foral 13/2000, de 14 de diciembre, General Tributaria de Navarra se 

refiere en la disposición adicional trigésima a las prestaciones patrimoniales 

de carácter público como «aquellas a las que se refiere el artículo 31.3 de la 

Constitución que se exigen con carácter coactivo» y distingue entre las de 

carácter tributario y no tributario. Concretamente, «tendrán la consideración 

de tributarias las prestaciones mencionadas en el apartado 1 que tengan la 

consideración de impuestos, tasas y contribuciones especiales a las que se 

refiere el artículo 19 de esta ley foral» y «serán prestaciones patrimoniales 

de carácter público no tributario las demás prestaciones que, exigidas 

coactivamente, respondan a fines de interés general. En particular, se 

considerarán prestaciones patrimoniales de carácter público no tributarias 

aquellas que teniendo tal consideración se exijan por prestación de un 

servicio gestionado de forma directa mediante personificación privada o 

mediante gestión indirecta». 

Las aportaciones obligatorias, como recurso esencial de las Áreas de 

Promoción Económica, cumplen las notas de coactividad y responden a la 

consecución de un fin o interés de carácter general, y tampoco son tributos. 

De modo que su calificación como prestación patrimonial de carácter público 

no tributaria parece correcta desde esta perspectiva. 

En el ámbito municipal, si bien es cierto que el artículo 5.1 letra b) de la 

LFHLN no reconoce, de manera expresa, entre los recursos de las entidades 

locales de Navarra, a las prestaciones patrimoniales de carácter público no 

tributarias, de ello no debe inferirse que las aportaciones obligatorias que 

ahora analizamos no estén reconocidas en el artículo 5, como sostiene el 

Departamento de Hacienda Foral de Navarra en el segundo informe que se 

recoge en el expediente. Porque, a juicio de este Consejo de Navarra, esta 

categoría quedaría subsumida en la referencia final que el referido precepto 

hace a los «demás ingresos de derecho público». Por lo tanto, resulta de 

aplicación el apartado 2 del referido artículo 5 de la LFHLN, que señala que 
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para la exigencia de este tipo de aportación obligatoria, las entidades locales 

de Navarra, ostentan las mismas prerrogativas que la Hacienda Pública de 

Navarra; estando, por lo tanto, el ente público acreedor investido de las 

potestades exorbitantes de presunción iuris tantum de legalidad y de auto 

ejecutividad, en la exacción de la misma. 

Desde esta perspectiva, por lo tanto, ha de convenirse también la 

adecuación al ordenamiento jurídico de la norma proyectada. 

Por otro lado, el artículo 21 obliga a los Municipios a establecer la 

obligación de aportación a las personas referidas en la norma proyectada. 

Sin embargo, de ello no cabe inferir inmediatamente un menoscabo a la 

autonomía, en este caso financiera, de la entidad local, por cuanto la referida 

exacción sólo tendrá lugar cuando se haya constituido un Área de 

Promoción Económica, y para dicha constitución es imperativa la previa 

autorización municipal en los términos previstos en el título II antes 

examinado. De modo que ninguna objeción cabe formular a este respecto en 

cuanto a la adecuación al ordenamiento jurídico de la normativa proyectada. 

No obstante, cabe formular alguna observación de carácter más formal.  

La aclaración que hace el artículo 23 de qué sea actividad económica 

en el apartado 5, muy oportuna, entre otros motivos, para una adecuada 

delimitación del concepto persona o entidad especialmente beneficiaria a 

que se refiere el apartado 1, sistemáticamente debería preverse en el último 

apartado, es decir, tras el actual apartado 8, en lugar de en el apartado 5. 

El artículo 25 establece las bonificaciones que podrán establecer los 

Municipios en las respectivas ordenanzas. La bonificación de hasta el 50 por 

ciento respecto de actividades que no se desarrollen en planta baja no 

parece estar motivada. Si lo que se pretende con esta bonificación es 

beneficiar un supuesto menor aprovechamiento o beneficio de las 

actividades desarrolladas por las Áreas de Promoción Económica, la norma 

proyectada prevé ya la posibilidad de aplicar un coeficiente corrector en 

atención a la situación física del local en la zona geográfica de actuación del 

Área de Promoción Económica, atendiendo al beneficio que le comporten 
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sus actuaciones y servicios (artículo 24.4), así como una bonificación de 

hasta el cien por ciento para actividades económicas que no resulten 

beneficiadas por la finalidad del Área de Promoción Económica [letra e) del 

artículo 25]. 

El artículo 27.3 establece que, si al expirar su vigencia, el Área de 

Promoción Económica no ha gastado el importe total de las cantidades 

recibidas por este concepto, deberá devolver el excedente al Municipio, que, 

a su vez, deberá reintegrar estas cantidades a quienes tengan la obligación 

en proporción a las aportaciones que abonaron en su momento. 

Ciertamente, si la norma proyectada está incluyendo en esos excedentes 

remanentes que pueden proceder de ejercicios pretéritos, cabe advertir las 

enormes dificultades que conllevará, en primer lugar, la asignación personal 

del concreto importe que corresponderá a cada aportante, y, en segundo 

lugar, la identificación del mismo, sobre todo, en relación con Áreas de 

Promoción Económica que hayan tenido una vigencia de muchos años. En 

ese caso, cabría valorar la conveniencia regular un fin alternativo y más 

sencillo de gestionar, de los excedentes de las aportaciones obligatorias que 

pueda existir al finalizar la vigencia de estas áreas. 

Finalmente, deben corregirse varios errores y erratas. En primer lugar, 

en varios artículos (por ejemplo, en los apartados 1 y 3 del artículo 20, o en 

el 27.2) la norma se refiere erróneamente al porcentaje con el número 100 o 

el término cien en lugar de «por ciento». El texto debería revisarse en su 

conjunto para corregir este tipo de errores y homogenizar las referencias a 

porcentajes que, en ocasiones, también se hace con el símbolo %. Y, en 

segundo lugar, en el artículo 24.4, cuando se refiere a «mayor beneficio» 

cabe plantearse la supresión del adverbio mayor, porque el coeficiente 

puede aumentar, pero también reducir, el cálculo de la aportación. 

Título V, Vigencia y extinción 

El título V está integrado por los artículos 29 y 30, que se refieren a la 

vigencia, y eventual disolución y liquidación, de las Áreas de Promoción 

Económica, respectivamente. La vigencia será de cinco años, salvo que en 

el convenio se establezca una duración inferior, con posibilidad de prórroga 
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que será sometida a consulta de la Asamblea General, y posterior 

ratificación por el mismo procedimiento exigido para su constitución, 

correspondiendo a la Junta Directiva a estos efectos las facultades atribuidas 

a la Comisión promotora en el artículo 6 de la norma proyectada. Asimismo, 

se prevé la disolución voluntaria por acuerdo de la Asamblea General 

extraordinaria convocada al efecto, por mayoría cualificada, y la disolución 

automática cuando se produzca la apertura de la fase de liquidación, una 

vez declarada en concurso la entidad. El Municipio, por acuerdo del pleno, y 

previa audiencia a la entidad, declarará su disolución cuando concurran las 

circunstancias referidas en el apartado 3 del artículo 30 de la norma 

proyectada. Se establece que, una vez declarada la disolución, una comisión 

liquidadora ejecute la liquidación del área conforme a lo establecido en la 

legislación vigente y que, una vez extinguidas las deudas el sobrante líquido 

que hubiere, excluidas las cantidades procedentes de las aportaciones 

obligatorias, se destinen a fines que no desvirtúen la naturaleza no lucrativa 

de la entidad. 

El título V se acomoda, en términos generales, a la legalidad y al 

ordenamiento jurídico. Respecto a la disolución de la APE, nada cabe 

objetar a la disolución voluntaria acordada por la asamblea general de la 

entidad (artículo 30.1) o motivada por la apertura de la fase de liquidación 

concursal (artículo 30.2) porque son entidades privadas constituidas por los 

y las titulares de actividades económicas y por quienes ostenten la 

propiedad de inmuebles desocupados (artículos 3 y 4). Sin embargo, podría 

suscitar alguna duda de legalidad la atribución al pleno del municipio de la 

potestad de declarar la disolución del Área de Promoción Económica 

(artículo 30.3) y ello por cuanto al tratarse de una entidad de derecho 

privado, la normativa que le es de aplicación preferente bien podría ser la 

societaria. La Administración municipal tiene en todo caso la potestad de 

extinguir el convenio de colaboración con la entidad privada [artículo 10.3 i)], 

imposibilitando así el desarrollo operativo de la actividad del APE cuando 

considere que concurra alguna de las causas previstas en el artículo 30. 

Pero para la disolución probablemente sería necesario seguir el 

procedimiento que se haya establecido en los estatutos. 
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El Anteproyecto se completa con tres disposiciones adicionales: la 

primera sobre las ayudas para la constitución y mejora de las Áreas de 

Promoción Económica; la segunda sobre la igualdad entre mujeres y 

hombres, referida tanto al uso de lenguaje inclusivo, como a la participación 

equilibrada en los órganos de representación, gestión o dirección de las 

Áreas de Promoción Económica; y la tercera sobre los objetivos de la 

agenda 2030 y, particularmente, el compromiso de la norma proyectada con 

el objetivo 8 «Trabajo decente y crecimiento económico», el 11 «Ciudades y 

comunidades sostenibles» y el 12 «Producción y consumo responsables». 

Y concluye con dos disposiciones finales: la primera que habilita al 

Gobierno de Navarra para dictar cuantas disposiciones reglamentarias 

requiera el desarrollo y ejecución de la norma proyectada, y a los municipios 

para regular cuantos aspectos sustantivos y procedimentales resulten 

necesarios, particularmente, el procedimiento de constitución, el proceso de 

ratificación, la formación del censo, la publicidad y el acuerdo municipal de 

autorización de las Áreas de Promoción Económica, así como para la 

cuantificación del importe de las aportaciones obligatorias para la 

financiación de las Áreas de Promoción Económica; y la segunda, que 

determina la entrada en vigor al día siguiente de su publicación en el Boletín 

Oficial de Navarra. 

Nada cabe objetar al contenido previsto en las disposiciones 

adicionales y finales. Respecto de la disposición final primera y, más 

concretamente, el tercer párrafo que habilita a los municipios para establecer 

las previsiones normativas necesarias para la cuantificación del importe de 

las aportaciones obligatorias para la financiación de las Áreas de Promoción, 

no se trata de una remisión en blanco a una norma de rango infra legal, por 

cuanto el Anteproyecto, especialmente en sus artículos 24 y 25, delimita en 

gran medida los elementos esenciales del aspecto cuantitativo de la 

aportación obligatoria. De modo que el marco general de referencia que 

deberá ser tenido en consideración para la cuantificación de las referidas 

aportaciones obligatorias en cada caso concreto, queda perfectamente 

establecido en el Anteproyecto de Ley Foral. 
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III.  CONCLUSIÓN 

El Consejo de Navarra estima que el Anteproyecto de Ley Foral de 

áreas de promoción económica de la Comunidad Foral de Navarra se ajusta 

a la legalidad teniendo en cuenta las observaciones realizadas en el cuerpo 

del dictamen.  

En el lugar y fecha señalados en el encabezamiento. 

EL PRESIDENTE El CONSEJERO-SECRETARIO 

  

José Luis Goñi Sein Eduardo Santos Itoiz 
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